En la ciudad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, a los . días del mes de Mayo de 2013, se reúnen en Acuerdo las señoras Juezas de la Sala Segunda de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, en los términos del Acuerdo Extraordinario del 28 de febrero de 2013 y el art. 36  de la ley 5827 (t.o. según ley 12.060), doctoras María Irupé Soláns y María Fernanda Nuevo, para dictar sentencia en el juicio: "Tasselli Sergio C/ R. P. E. Y/O S/ CUMPLIMIENTO DE CONTRATO Y DAÑOS" causa nº D-1767-01; y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168  de la Constitución de la Provincia y 263  del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dras. Nuevo y Solans, resolviéndose plantear y votar la siguiente: 

CUESTION 

¿Es justa la sentencia apelada? 

VOTACION 

A LA CUESTION PLANTEADA LA SEÑORA JUEZA DRA. NUEVO DIJO: 

1. - La sentencia de fs. 978 rechazó la demanda por cumplimiento de contrato, daños y perjuicios y repetición, iniciada por Sergio Tasselli contra E. R. P. y A. J. R., con costas del proceso a cargo del actor vencido. Reguló los honorarios. El actor apeló el pronunciamiento. Asimismo, fueron recurridos los honorarios (ver detalle de fs. 1004). 

2.- Antecedentes 

Sergio Tasselli inició demanda contra E. C. R. P. y A. J. R. por cumplimiento de contrato, repetición de lo pagado y daños y perjuicios. 

Sostuvo que el demandado R. P. asumió su defensa en el juicio por divorcio, alimentos y nulidad de acto jurídico que promoviera su ex esposa. En ese marco, celebraron un contrato de prestación de servicios, conviniéndose que los honorarios profesionales por el principal y todos los procesos conexos e incidentes ascendían a U$S50.000.Según los dichos del demandante, tiempo después se acordó un reajuste del precio, acompañando con la demanda los 39 recibos que a su juicio, demuestran la extinción de la obligación. 

Afirmó el actor que R. P. le comunicó que su hijo A. intervendría en la procuración y seguimiento de las causas, sin que ello implique un incremento de los honorarios estipulados en el contrato. 

Mencionó los importes de los honorarios regulados (fs. 107) e imputó a los demandados el haber contribuido a generar una base económica sobre la que se regularían sus propios honorarios, para luego renunciar al patrocinio y comenzar a ejecutarlos. Se refirió pormenorizadamente a las actitudes que reprocha. 

A fs. 189 A. J. R. contestó la demanda. Negó que haya suscripto convenio de honorarios con el actor, así como los demás hechos expuestos al demandar. Describió lo actuado en cada uno de los procesos en los que actuó como letrado de Tasselli y fundamentó las razones por las que persigue el rechazo de las acciones. 

A fs. 246 contestó la demanda E. C. R. P. El letrado aceptó que hizo varias propuestas de honorarios a Tasselli, pero él nunca las aceptó. Dijo que todos los honorarios regulados en sede judicial fueron notificados por cédula al obligado al pago, sin oponer defensa. Hizo mención a lo actuado en los distintos procesos y pidió el rechazo de la presente demanda por considerarla improcedente. 

A criterio de la Señora Jueza de Primera Instancia, el único contrato que vinculó al actor con los letrados demandados fue el de locación de servicios, que finalizó cuando los profesionales concluyeron su actuación en las distintas causas en las cuales intervinieron como apoderados o patrocinantes.Mencionó que se fijaron los honorarios en cada una de dichas actuaciones, no se probó que los abogados obraran con negligencia o que haya habido mala praxis, por lo que no queda obligación pendiente de cumplimiento por parte de los demandados. 

La Magistrada consideró que el actor no logró demostrar que con los pagos a cuenta, se encontraban cancelados en su totalidad los honorarios de los accionados (peritaje contable de fs. 830 y 838), por lo que rechazó la demanda por cumplimiento de contrato. 

También denegó la petición por resarcimiento de daños, por considerar que no concurren los elementos ineludibles de la responsabilidad civil, que son la antijuridicidad, el daño, la relación causal adecuada y el factor de atribución. 

Por último, la Señora Jueza desestimó la acción por repetición. Señaló que los pagos a cuenta efectuados al Dr. E. R. P. no pueden imputarse a los honorarios devengados por la actuación profesional del Dr. A. R., en orden a lo dispuesto por el art. 10  de la ley arancelaria. Por otra parte, la suma que se reclama fue percibida por el Dr. A. R. en el juicio por ejecución de honorarios respectivo, en razón de una sentencia judicial firme. 

3.- Los agravios 

A fs. 1021 expresó agravios el actor a través de su letrado apoderado, con contestación de la parte demandada a fs. 1031. 

Cuestiona el rechazo de la demanda 

Sostiene que ha probado el contrato de prestación de servicios. De acuerdo con lo que establecen los arts. 1144 a 1146  del Código Civil, la oferta y la aceptación son modos de manifestar el consentimiento que perfecciona el acuerdo de voluntades; de la misma manera que lo hacen los actos cumplidos por las partes que significaron la ejecución de las prestaciones pactadas. Menciona los términos de los recibos. 

Indica que nunca se alegó que los pagos efectuados por su parte equivalían a los honorarios regulados.Dice que lo que quiso probar con el peritaje contable fue la significancia económica de los montos percibidos por los accionados. 

Respecto de la acción por repetición contra el Sr. R., alega que aunque no figura en la oferta contractual de honorarios, ha quedado probado que conocía los términos del acuerdo y concurría periódicamente a cobrarlos. 

Por último, pide que se admita el resarcimiento del daño moral. Asegura que ha logrado probar que la conducta asumida por los demandados superó ampliamente las inquietudes propias del mundo de los pleitos y de los negocios, para dar paso a una acabada lesión a los sentimientos y a la tranquilidad anímica. 

4.- La prueba del contrato y su alcance 

En mi opinión, se ha acreditado la existencia de un primer acuerdo entre Sergio Tasselli y el Dr. E. C. R. P. por la prestación de servicios profesionales. Expresamente se acordó que "luego de las conversaciones mantenidas sobre el tema", el abogado fijaba sus honorarios, en conjunto, tanto por los trabajos de Primera Instancia como los de Segunda Instancia, en los juicios promovidos contra Tasselli por su ex esposa, Stella Maris Rotundo (sobre nulidad de acto jurídico, divorcio vincular y alimentos), en el importe de U$S50.000, debiendo afrontar el cliente los gastos de los juicios. El contrato tuvo principio de ejecución que surge del propio documento, toda vez que se indicó que la suma de U$S13.500 ya había sido cobrada por el letrado firmante, dando recibo y carta de pago. Se estipuló que el saldo sería cancelado en cuotas, con vencimiento a partir de febrero de 1990 (fs. 83). Incluso se denominó al instrumento "convenio", al consignar el letrado que "en prueba de conformidad, el Señor Tasselli firma la copia". 

Obran en autos 39 recibos extendidos por E. C. R. P. a favor de Sergio Tasselli (fs. 5 a 43), por pagos a cuenta (en dólares estadounidenses o en pesos) imputados a los juicios promovidos por Rotundo contra quien era su cliente.Estimo que no tiene mérito analizar si esos recibos cancelan el precio total del contrato en cuestión, pues el propio demandante reconoció que tiempo después de la firma del documento de fs.83, existió un reajuste del monto de los honorarios (fs. 116 vta., último párrafo). 

Sin embargo, no acompaña el instrumento en el que se habría pactado el importe final. 

El art. 3 del decreto ley que regula el Arancel para Abogados y Procuradores (8.904/77), establece que el contrato que fije el importe de los honorarios profesionales debe ser redactado por escrito bajo pena de nulidad. La norma informa que no se admitirá otra prueba de su existencia que la exhibición del documento o la confesión de la parte obligada al pago de honorarios de haber suscripto el mismo. Evidentemente la confesión de la parte obligada basta cuando quien alega el contrato es el abogado. En el caso planteado en autos, Tasselli debía presentar el instrumento escrito u obtener el reconocimiento del demandado (doct. arts. 1190  y ccs. del Código Civil, con los límites de la ley de honorarios y doct. arts. 1197, 1198  del Código Civil). 

El art. 2º  del Decreto-Ley 8.904/77 recepta la posibilidad de efectuar convenios de honorarios supeditados a las disposiciones legales. El precepto establece que "en defecto de contrato escrito", procede la determinación judicial. Se está indicando de manera explícita la formalidad que debe contener el acto en el que se acuerdan los honorarios del abogado. 

Por otra parte, aún a esta altura del proceso, no surge claramente cual es el reclamo concreto del actor en lo que respecta a su demanda por cumplimiento de contrato. 

En el apartado VII de fs. 112, menciona el contrato de honorarios suscripto con E. R. P. y pide que se condene a los demandados a cumplir dicho acuerdo. Más adelante, sostiene que cumplió totalmente el contrato y que los demandados se encuentran sujetos a él y obligados a cumplirlo.Aunque no reedita esta petición al formular sus agravios contra la sentencia (fs. 1021), por lo que la cuestión escapa al conocimiento de este Tribunal de Alzada (arts. 260, 261 , 266, parte final , del CPCC.), sí pide que se resuelva la extinción de la obligación asumida en el contrato de honorarios en virtud de los pagos realizados. 

Ello no es posible, pues como he anticipado, ni siquiera se probó el monto del contrato (arts. 375  del CPCC.). Además, todo convenio que establezca el valor de la prestación a cargo del cliente debe hacerse valer por la parte interesada, en el juicio en que se devenga el honorarios (o en la ejecución), a fin de analizar si concurren los requisitos que exige la ley de honorarios (art. 3º) o eventualmente, si se diera el caso del art. 8 del D.Ley 8904. 

Por los fundamentos expuestos, rechazo el recurso del actor en el aspecto tratado. 

6.- La acción de repetición 

El honorario que corresponde a los abogados como retribución pecuniaria de su actividad, tiene carácter alimentario. Es por esta razón que las normas contenidas en la ley de honorarios profesionales de la Provincia de Buenos Aires se encuentran impregnadas de la calidad de orden público, a la vez que, mediatamente, al jerarquizar la tarea profesional, persiguen lograr un mejor servicio de justicia. 

La Corte Nacional ha sostenido que la propiedad comprende todos los intereses apreciables que un hombre pueda tener más allá de sí mismo, de su vida y de su libertad. Se trata de un derecho de raigambre constitucional (arts. 14  y 17  de la CN; art. 31  CPBA). En este orden, la Suprema Corte bonaerense ha establecido la doctrina de que el honorario devengado se encuentra amparado por el art. 31 de la CPBA, por hallarse incorporado a su patrimonio. 

Así, el honorario pertenece al profesional y es de su exclusividad (art.2508  del Código Civil), ya que puede usar, gozar y disponer de él y evitar que cualquiera lo haga (Mariani de Vidal, Marina, "Curso de derechos reales", t. I, Zavalía, Buenos Aires, 1997, ps. 267 y ss.). 

El derecho a percibir honorarios nace a partir de hacerse efectivo cada trabajo profesional que constituya una gestión útil para la causa. Con la tarea oficiosa se devenga el honorario. Es decir, el profesional adquiere el derecho a la retribución como pago de su trabajo, servicio, etc. El honorario ingresa a la propiedad del profesional, haya o no regulación. De la Exposición de Motivos del Proyecto del Colegio de Abogados referente al art. 2º de la ley de honorarios, resulta que una vez realizada la labor, el derecho al cobro se incorpora definitivamente al patrimonio de los profesionales (Colegio de Abogados de la Provincia de Buenos Aires, ley 5177: letra, espíritu, interpretación, doctrina, 1993, t. II, p. 245). 

A mi criterio, las declaraciones de los testigos Alicia Bullano (fs. 569) y José Luis Cuerdo (fs. 571), prueban que tanto E. R. P. como su hijo A. fueron contratados por Tasselli para ejercer su defensa en los juicios iniciados por su ex mujer. Sin embargo, entiendo que el actor sólo celebró un convenio de honorarios con E. R. P., tal como surge del texto de fs. 83 y los recibos acompañados por el propio demandante a fs. 5 a 43. Aunque reitero, según los dichos del demandante, ese pacto habría sido modificado tiempo después al reajustarse el monto, pero sin formalizarse por escrito la supuesta nueva concertación (arts. 2º y 3º del Decreto-Ley 8904). 

El hecho de que en ocasiones concurriera el hijo de E. R. P. a cobrar las cuotas no significa que los pagos fueran en su beneficio particular, pues ello no surge del instrumento de autos ni se demostró con la necesaria convicción por otro medio. 

La cuestión fue resuelta en el expediente por ejecución de honorarios iniciado por A. R.contra Tasselli (nº55.182). En ese juicio, la anterior Sala 2 de esta Cámara confirmó la sentencia de fs. 48 en cuanto rechazó la excepción de pago total opuesta por Tasselli, por no haber sido probada la existencia de un convenio de honorarios entre quienes son parte del proceso (fs. 110). 

En esa resolución, el Tribunal de Alzada señaló que para que el pago pueda servir de base a la defensa prevista por el art. 504 inc. 3º  del CPCC., debe reunir las condiciones exigidas por los arts. 724, ss. y ccs. para ser considerado válido. Y en el caso específico en análisis, el documento de fs. 20 (que corresponde al de fs. 83 de autos), no contenía pago documentado atribuible al acreedor A. R., por lo que mantuvo el progreso de la ejecución. 

No corresponde reeditar una cuestión que fue definitivamente resuelta, pues no se da el caso del art. 551  del CPCC. La norma determina que podrán hacerse valer en un juicio de conocimiento, las defensas o excepciones que no fuesen admisibles en el juicio ejecutivo. Y ello alcanza no solamente a las que se plantearon efectivamente, sino también a las cuestiones que, habiendo podido articularse, no lo han sido. Tampoco podría recaer otro proceso si, existiendo cuestiones que no debieran haber sido materia de tratamiento y decisión en la ejecución, lo han sido, en virtud de así haberlo consentido las partes y llevado a cabo por el Tribunal. En suma, no es posible discutir en un proceso de conocimiento, sobre las cuestiones de hecho debatidas y resueltas en el juicio ejecutivo ni las interpretaciones legales contenidas en la sentencia de remate, o la validez o nulidad del procedimiento de ejecución (que debe ser discutida y zanjada en el mismo proceso ejecutivo, salvo hipótesis de nulidad de cosa juzgada írrita, que es ajena al caso). 

Sergio Tasselli se presentó en la ejecución de honorarios iniciada en su contra por A. R.y opuso excepción de pago total fundado en el convenio de fs. 83 de autos. Tal como se señaló más arriba, la Cámara trató la excepción y resolvió la defensa en sentido desfavorable para el ejecutado. En este proceso, Tasselli no hace más que reiterar lo ya planteado, lo que resulta improcedente (doct. cosa juzgada, arts. 17 y 18  de la CN). 

Por ello y los fundamentos expuestos, propicio mantener el rechazo de la acción de repetición. De este modo, desestimo el recurso también en el aspecto en análisis. 

7.- El reclamo de resarcimiento por daños y perjuicios 

El art. 522 del Código Civil prevé la posibilidad de resarcir el daño moral ocasionado por incumplimiento contractual. Y en cuanto al carácter que deberá otorgarse al vocablo "podrá" y que hace que el resarcimiento entre en la órbita de las posibilidades existen en nuestra doctrina dos corrientes de opinión: una de ellas enfatiza la interpretación del vocablo para diferenciar la situación con la fijada para el resarcimiento del daño moral en los casos del art. 1078 del Código Civil. En el supuesto del art. 522 existiría para el Juez una facultad discrecional para resolver el resarcimiento ".de acuerdo con la índole del hecho generador de la responsabilidad y circunstancias del caso", mientras que cuando se trata de hechos ilícitos, la indemnización deberá concederse en todos los casos en que el agravio resulte acreditado o presumido. 

Para la otra corriente, a la que personalmente adhiero, la función del Juez es la misma en ambos casos y, tanto en la órbita extracontractual, como en supuestos de incumplimiento contractual, el Juez deberá ordenar el resarcimiento del agravio moral acreditado por el incumplimiento (Pizarro, Ramón Daniel, "El daño moral en el Incumplimiento Contractual", en Revista de derecho Privado y Comunitario, Responsabilidad Contractual I, Rubinzal Culzoni, Sta. Fé 1998, pag.130). 

Es que sea cual fuere la óptica desde la cual se miren las normas, el detrimento moral sólo se presume para quien ha sufrido una lesión u ofensa. No siendo así, corresponde a la víctima la carga de probar los presupuestos ineludibles de la responsabilidad civil. 

En efecto, como señaló la Señora Jueza en su sentencia, para tener derecho al resarcimiento por daños deben darse necesariamente los siguientes elementos: antijuridicidad, daño, relación de causalidad entre la actuación antijurídica y el daño, y existencia de un factor subjetivo u objetivo de atribución (culpa, dolo, riesgo, garantía, etc.) de parte de quien se pretende responsable (arts. 499 , 512, 520 y ss., 1067 y ccs. del Código Civil). Es carga del demandante probar la concurrencia de estos presupuestos, pues hacen a las cuestiones de hecho alegadas como fundamento de su reclamo (arts. 375  del CPCC. y 499 citado). 

El daño cierto es un presupuesto esencial de la responsabilidad civil, un requisito que no puede faltar. Sin daño, no hay qué indemnizar. Para que sea resarcible, debe guardar relación causal adecuada con una conducta antijurídica del demandado (doct. arts. 499, 901 y ss. del Código Civil; causa de esta Sala nº 110.232) 

En el ámbito contractual, la posibilidad de resarcimiento debe encararse con un criterio restrictivo, para no atender reclamos que respondan a una susceptibilidad excesiva o que carezcan de significativa trascendencia jurídica. Queda a cargo de quien lo invoca comprobar fehacientemente la conducta que le reprocha al demandado y aportar elementos que formen convicción acerca de una lesión de sentimientos, de afecciones o de la tranquilidad anímica, que no puede ni debe confundirse con las inquietudes propias y corrientes del mundo de los pleitos (SCBA, Ac. 35.579, del 22 de abril de 1986, DJBA 131-34; SCBA, Ac.56.328, de 5 de agosto de 1997; ésta Sala en Causas 76.639, 74.022, 81.573, 87.330, entre otras; C.N.Civ., Sala E, mayo 24 de 2000 - E.D 190-178; Santos Cifuentes, ED 184-317). 

En mi opinión, en este caso concreto, no sólo no se ha probado el incumplimiento contractual que podría dar derecho a la reparación de los daños (arts. 499, 505, 508 y ccs. del Código Civil), sino que tampoco se demostró una mortificación de tal entidad que haga viable la condena en examen. Al contrario, lo resuelto respecto de los anteriores aspectos del recurso llevaría a descartar una mortificación severa a los sentimientos que pudiera relacionarse con una falta de los letrados en la prestación del servicio profesional. 

No tiene que probar quien alega un hecho normal, porque no existe obligación de probar aquello que conforma al estado habitual de las cosas. Los hechos normales invierten la carga de la prueba. La calificación de "hecho normal" la puede hacer el juez con base en la propia experiencia o los hechos notorios, es decir, aquellos considerados como indiscutibles por una sociedad dada (causa de esta Sala nº 109.629). Por aplicación de estos principios, la Sala que integro ha propiciado, en algunos casos, admitir el resarcimiento del daño moral por vía de presunciones, de modo que la cuestión a analizar es si de acuerdo a las particularidades de este caso concreto, existió un hecho ilícito de tal entidad, que me permita inferir la existencia del agravio moral que no ha sido probado. 

Al formular su petición, el actor afirmó que los demandados se apartaron gravemente de las reglas aceptadas en el desenvolvimiento profesional, y lo han hecho deliberadamente y con plena conciencia (fs.118 vta.). En términos generales, Tasselli les imputa el haber omitido denunciar la existencia del contrato y proceder a la ejecución de los honorarios judiciales. 

Sin embargo, por los fundamentos expuestos en los considerandos anteriores, estimo que no se ha probado el incumplimiento que se denuncia ni podría presumirse la existencia de daño moral resarcible. No creo que un planteo judicial, en principio, pueda ser causa adecuada de una afección no patrimonial resarcible, salvo casos excepcionales que no encuentro probados en autos. La parte siempre conserva el derecho de formular las peticiones y recurrir en el mismo expediente la solución que, a su juicio, afecta sus intereses. Y en el caso, o bien no lo ha hecho, o lo hizo con resultado desfavorable. 

Los contratos de honorarios podrían hacerse valer en cualquier ocasión, pues no hay sanción para una presentación que no podría ser tardía, pues no tiene plazo fijado. No existe obligación del profesional ni del cliente de acompañarlos. Pero si lo que se pretende es oponerlo al honorario devengado por la actuación en un proceso, debe ser presentado por el interesado en tiempo propicio, es decir, antes de la regulación de honorarios. O al menos durante el trámite de ejecución. Esa es la única forma de que la otra parte del contrato formule las objeciones que considere y el Magistrado controle la legalidad del instrumento y eventualmente, se pronuncie por su validez. 

Menciono por último, que el art. 8º del Decreto-Ley 8904 establece que el abogado podrá pedir regulación por los trabajos efectuados en cualquier estado del proceso, en cuyo caso queda ipso iure anulado el contrato o pacto. Por ello, su petición en ese sentido, en principio, no probaría negligencia, impericia o dolo. Al respecto, la Suprema Corte de Justicia de esta provincia ha sostenido que el art. 8º establece una norma tan terminante que no es susceptible de interpretaciones (15/3/200, "Quinteros V. DEBA s/expropiación irregular", Ac. 72.204; 21/5/91, "Montezanti v.Renda s/incidente de rendición de cuentas", Ac. 43.019). 

Aquí se advierte que los letrados que representaron a Tasselli solicitaron las regulaciones de honorarios por sus actuaciones procesales, las que quedaron firmes y habilitaron su ejecución y la traba de las medidas ejecutorias que garanticen su cancelación. Se dio la posibilidad al deudor de oponer las defensas a las que se considere con derecho y ciertamente no encuentro probada la culpa de los demandados R. ni una actitud dolosa de su parte que podría hacer presumir un daño moral cierto. 

En consecuencia, ante la falta de prueba de los presupuestos de hecho alegados como fundamento de la pretensión, propongo mantener el rechazo de la sentencia en el punto analizado (arts. 499  y ccs., 1198  del Código Civil; 163, 375, 384 y ccs. del CPCC.). 

8.- Las costas del recurso 

Dada la solución que propicio, aconsejo que las costas devengadas por la actuación profesional ante este Tribunal de Alzada, corran a cargo del actor vencido (art. 68  del CPCC.). 

Por todo lo expuesto, voto por la AFIRMATIVA. 

Por los mismos fundamentos, la Señora jueza Doctora Soláns votó también por la AFIRMATIVA. 

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente 

SENTENCIA 

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, se confirma la sentencia apelada en todo cuanto ha sido materia de agravio, rechazando la apelación, con costas a cargo del actor vencido. 

Teniendo en cuenta la importancia económica del pleito, el monto por el que eventualmente habría prosperado la demanda y las tareas desempeñadas por los profesionales intervinientes, se confirman los honorarios regulados a fs. 986 vta., a los letrados de la parte demandada, Dres. A. J. R. (T. 23, F. 83 CASI), E. C. R. P. (T. 12, F. 168 CASI) y T. H. F. Y. (T. 21, F. 49 CASI) en las respectivas sumas de pesos CUATRO MIL ($ 4.000.-), pesos CUATRO MIL ($ 4.000.-) y pesos SIETE MIL ($ 7.000.-), por no ser altos los de los Dres. A. R.y E. R. P. y por ser adecuados los del Dr. T. Y. Asimismo por la representación letrada de la parte actora, se confirman los honorarios regulados a los Dres. G. E. S. (T. 8, F. 112 CASI), E. O. A. y G. A C. en las respectivas sumas de pesos CUATRO MIL QUINIENTOS ($ 4.500.-), SEIS MIL QUINIENTOS ($ 6.500.-) y pesos DOS MIL QUINIENTOS ($ 2.500.-), por ser adecuados los de los Dres. G. S. y G. C. y por no ser altos los del Dr. E. O. A. (arts. 2 , 16 , 21, 23 , 28  y ccs. de la ley 8.904).- 

Teniendo en cuenta las tareas realizadas por los peritos intervinientes, se confirman los honorarios regulados a las peritos contadora Silvana Alejandra Campos y calígrafa Paola Mercedes Garrone Martínez, en las respectivas sumas de pesos .($ .) y pesos . ($.), por no ser altos (art. 1.627  del Código Civil, conforme ley 24.432 .- 

Por las tareas realizadas en esta Alzada, se fijan los honorarios de los Dres. Guillermo E. Sagués (T.8, F. 112 CASI) y T. H. F. Y. (T. 21, F. 49 CASI), en las respectivas sumas de pesos .($ .) y .($.), arts. 31 y precitados de la ley arancelaria.- 

Regístrese, notifíquese y devuélvase. 

María Irupé Soláns 

Juez 

María Fernanda Nuevo 

Juez 

Guillermo Ottaviano 

Secretario
